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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
MODIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Prórroga - Procedencia - Autonomía de la voluntad 
[…] La Ley 80 de 1993 no se refirió a la posibilidad de prorrogar los contratos estatales, al igual que tampoco lo prohibió. En vista de ello, es necesario partir de las remisiones que hace la Ley 80 de 1993 al derecho privado y al principio de la autonomía de la voluntad para llenar este aspecto ―arts. 13, 32 y 40―. De esta manera, los particulares tienen amplia libertad para prorrogar el plazo de cualquier contrato y, salvo ciertas disposiciones específicas de algunas tipologías contractuales, no existen criterios que determinen límites a esta posibilidad ni a su alcance, de manera que el principio de la autonomía de la voluntad en este aspecto despliega ampliamente sus efectos, lo que a su vez es trasladable, como principio, a los contratos estatales […]
PRÓRROGA DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Requisitos Adicionales
La Ley 80 de 1993 no se refirió a la posibilidad de prorrogar los contratos estatales, al igual que tampoco lo prohibió. En vista de ello, es necesario partir de las remisiones que hace la Ley 80 de 1993 al derecho privado y al principio de la autonomía de la voluntad para llenar este aspecto ―arts. 13, 32 y 40―. De esta manera, los particulares tienen amplia libertad para prorrogar el plazo de cualquier contrato y, salvo ciertas disposiciones específicas de algunas tipologías contractuales, no existen criterios que determinen límites a esta posibilidad ni a su alcance, de manera que el principio de la autonomía de la voluntad en este aspecto despliega ampliamente sus efectos, lo que a su vez es trasladable, como principio, a los contratos estatales.
PRÓRROGA DE LOS CONTRATOS ESTATALES – Requisitos de validez 
[…] Así, para que una prórroga contractual sea válida y produzca efectos jurídicos, no basta la mera intención de la entidad estatal de ampliar el plazo de ejecución del contrato, sino que resulta indispensable que exista un acuerdo mutuo de las partes, el cual debe formalizarse por escrito, teniendo en cuenta el carácter solemne del contrato estatal. En consecuencia, la ausencia de aceptación por parte del contratista o la falta de suscripción del respectivo documento impiden entender perfeccionada la prórroga, pues se trata de un requisito esencial para su existencia y eficacia. En tales circunstancias, no es posible afirmar que el plazo contractual fue válidamente ampliado ni reconocer efectos jurídicos a una modificación que carece del consentimiento de una de las partes. […]

PRINCIPIO DE ANUALIDAD – Fundamento – Regla general

[…] el Estatuto Orgánico del Presupuesto consagra este principio en el artículo 14 consistente en que “Después del 31 de diciembre no podrán asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones del año fiscal que se cierra en esa fecha y los saldos de apropiación no afectados por compromisos caducarán sin excepción”. Es decir, los gastos previstos en el presupuesto anual deben ejecutarse dentro de una vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre. En el mismo sentido, el artículo 89 ibidem consolida al principio de anualidad como regla general en la ejecución del gasto al establecer que “las apropiaciones presupuestales incluidas en el Presupuesto General de la Nación son autorizaciones máximas de gasto que el Congreso aprueba para ser ejecutadas o comprometidas durante la vigencia fiscal respectiva, por lo que después del 31 de diciembre de cada año estas autorizaciones expiran y, en consecuencia, no podrán comprometerse, adicionarse, transferirse, ni contracreditarse”.
 
A su turno, el artículo 8 de la Ley 819 de 2003 consagra el principio de anualidad al disponer que “la preparación y elaboración del Presupuesto General de la Nación y el de las entidades territoriales, deberá sujetarse a los correspondientes Marcos Fiscales de Mediano Plazo de manera que las apropiaciones presupuestales aprobadas por el Congreso de la República, las Asambleas y los Concejos, puedan ejecutarse en su totalidad durante la vigencia fiscal correspondiente”.

PRINCIPIO DE ANUALIDAD – Mecanismos presupuestales 

Dentro de los mecanismos presupuestales que constituyen excepciones al principio de anualidad se identifican: i) las vigencias futuras, ii) las cuentas por pagar y iii) las reservas presupuestales. Las primeras, de conformidad con el artículo 23 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, se refieren a la autorización que deben solicitar las entidades para asumir obligaciones que afectarán los presupuestos siguientes a los de la vigencia fiscal en la que inició la ejecución, es decir, correspondientes a las obligaciones cuya ejecución inició con presupuesto de una vigencia fiscal, pero que deberá continuarse con presupuestos de las siguientes vigencias. Sobre esta institución el Consejo de Estado precisó que “son un instrumento de planificación presupuestal y financiero que permite autorizar la asunción de obligaciones que afecten los presupuestos de vigencias posteriores, y tienen como fin garantizar la existencia de apropiaciones suficientes en los años siguientes para asumir compromisos y obligaciones con cargo a ellas, así como también disponer de los recursos financieros, y de esa manera garantizar el avance y conclusión de proyectos plurianuales”. 

VIGENCIAS FUTURAS – Ley 813 de 2003 - Tipos 

La Ley 813 de 2003 establece en sus artículos 10 y 11 dos tipos de vigencias futuras: i) las vigencias futuras ordinarias, según la cual el Consejo Superior de Política Fiscal – Confié, podrá autorizar la asunción de obligaciones que afecten presupuestos de vigencias futuras cuando su ejecución se inicie con presupuesto de la vigencia en curso y el objeto del compromiso se lleve a cabo en cada una de ellas siempre y cuando se cumplan los prepuestos señalados en la norma. Y, ii) las vigencias futuras excepcionales, en virtud de la cual el Confis, en casos excepcionales para las obras de infraestructura, energía, comunicaciones, aeronáutica, defensa y seguridad, así como para las garantías a las concesiones, podrá autorizar que se asuman obligaciones que afecten el presupuesto de vigencias futuras sin apropiación en el presupuesto del año en que se concede la autorización. 

Por su parte, el artículo 12 ibidem se refiere a las vigencias futuras ordinarias para entidades territoriales cuya autorización será impartida por la asamblea o concejo respectivo, a iniciativa del gobierno local, previa aprobación por el Confis territorial o el órgano que haga sus veces. Las vigencias futuras excepcionales para entidades territoriales se encuentran establecida en la Ley 1483 de 2011. 

DEBER DE PLANEACIÓN – Análisis técnico 

En síntesis, aunque la regla general del sistema presupuestal impone que los compromisos y su ejecución se desarrollen dentro de la misma vigencia fiscal —con fundamento en el principio de anualidad previsto en la Constitución y en el Estatuto Orgánico del Presupuesto—, dicho principio no es absoluto. El ordenamiento contempla mecanismos excepcionales como las vigencias futuras, las reservas presupuestales, las cuentas por pagar y los pagos de pasivos exigibles de vigencias expiradas, que permiten compatibilizar la planeación contractual con la ejecución presupuestal cuando, por razones debidamente justificadas, la ejecución contractual supera el 31 de diciembre. En consecuencia, cuando desde la etapa de planeación se advierta que el contrato excederá la vigencia fiscal, la entidad deberá determinar cuál de las excepciones resulta aplicable según la naturaleza de la obligación, las previsiones normativas pertinentes y los procedimientos exigidos para cada instrumento. La selección de la figura presupuestal adecuada forma parte del análisis técnico propio de cada proceso contractual y debe adoptarse en el caso concreto por la entidad responsable, con sujeción al principio de juridicidad y bajo el acompañamiento de sus asesores.
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Estimado señor Gómez: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 22 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente:

[bookmark: _Hlk192699624][bookmark: _Hlk199394899]“Respetuosamente solicito concepto sobre la prórroga de los contratos estatales. Una entidad sometida a la Ley 80 de 1993 celebró, mediante concurso de méritos, un contrato de intermediación de seguros con plazo
inicial de un (1) año y sin erogación directa para la entidad, dado que la remuneración del intermediario corresponde a las comisiones reconocidas por las aseguradoras. Encontrándose vigente el contrato, se requiere mantener el mismo objeto y obligaciones por doce (12) meses adicionales. Conforme al Concepto C-889 de 2026, se consulta: ¿es jurídicamente procedente prorrogar el contrato por un término igual al inicialmente pactado? ¿Existe algún límite porcentual para la ampliación del plazo o el límite del 50% del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 aplica únicamente a adiciones en valor? ¿Qué criterios y requisitos deben observarse para justificar la razonabilidad de dicha prórroga? VER PETICION ANEXA QUE CONTIENE TODO EL CONTEXTO Y CONSULTA.”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 
Conforme lo expuesto, en aras de garantizar el derecho fundamental de petición, se resolverá su petición dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción del caso particular y concreto señalado en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

1. Problema planteado:
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: i) ¿Es jurídicamente procedente prorrogar un contrato estatal por un período adicional de un año, teniendo en cuenta el principio de anualidad presupuestal, y cuáles son los criterios y condiciones que deben observarse para determinar la viabilidad de dicha prórroga, de conformidad con el Concepto C-889 del 24 de junio de 2026 de Colombia Compra Eficiente, considerando que el límite del cincuenta por ciento (50 %) previsto en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 se refiere a las adiciones en valor y no establece un límite porcentual específico para la ampliación del plazo contractual? 
2. Respuesta:

	Para dar respuesta al problema jurídico, de acuerdo con el Concepto C-889 del 24 de junio de 2026 de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, la prórroga de los contratos estatales es jurídicamente procedente, en virtud del principio de autonomía de la voluntad y de las remisiones al derecho privado previstas en los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993. En consecuencia, no existe una prohibición general para ampliar el plazo contractual por un período adicional de un año, ni un límite porcentual específico para las prórrogas en tiempo. En este sentido, el límite del cincuenta por ciento (50 %) establecido en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993 se refiere a las adiciones en valor del contrato, por lo que no puede trasladarse automáticamente a la ampliación de su plazo. No obstante, la prórroga debe ser razonable, conveniente para el interés general y compatible con las disposiciones especiales aplicables al respectivo contrato. 
Ahora bien, la procedencia de una prórroga que extienda la ejecución contractual a una vigencia fiscal posterior debe analizarse en concordancia con el principio de anualidad presupuestal, consagrado en el artículo 346 de la Constitución Política y desarrollado en los artículos 14 y 89 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, conforme al cual las apropiaciones presupuestales tienen una vigencia determinada y, como regla general, no pueden asumirse compromisos con cargo a apropiaciones de una vigencia fiscal ya cerrada. Sin embargo, este principio no es absoluto, pues el ordenamiento jurídico contempla mecanismos excepcionales que permiten atender obligaciones contractuales que trascienden una vigencia fiscal, siempre que se cumplan los presupuestos y requisitos legales correspondientes. Entre estos mecanismos se encuentran las vigencias futuras, las reservas presupuestales y las cuentas por pagar, cuya procedencia depende de la naturaleza de la obligación y de la etapa en que se encuentre su ejecución. 
En particular, cuando desde la planeación se prevea que la ejecución contractual se extenderá a una vigencia fiscal posterior, deberá evaluarse la procedencia de las vigencias futuras, ordinarias o excepcionales, según corresponda, con observancia de las autorizaciones, competencias y condiciones previstas en la normativa presupuestal aplicable. Por su parte, las reservas presupuestales proceden excepcionalmente cuando, al cierre de la vigencia fiscal, existen compromisos legalmente adquiridos cuya ejecución permanece pendiente, siempre que se cumplan los requisitos para su constitución; por tanto, no deben utilizarse como mecanismo ordinario para suplir una planeación inadecuada ni para asumir compromisos que requerían autorización previa de vigencias futuras. Las cuentas por pagar, a su vez, corresponden a obligaciones cuyo objeto se cumplió y cuyo pago se encuentra pendiente al cierre de la vigencia, de conformidad con las condiciones presupuestales aplicables. Adicionalmente, los pasivos exigibles por vigencias expiradas podrán atenderse únicamente cuando se configuren los supuestos normativos que autorizan su reconocimiento y pago, sin que constituyan una alternativa general para financiar prórrogas. 
En consecuencia, para determinar la viabilidad de una prórroga por un año adicional, la entidad estatal deberá verificar: i) que la ampliación esté debidamente justificada y resulte razonable y conveniente para el interés general; ii) que se mantenga la finalidad del contrato y no se altere indebidamente su objeto o el sustrato obligacional inicialmente pactado; iii) que se identifique el mecanismo presupuestal aplicable para atender las obligaciones durante la vigencia correspondiente, incluidas las autorizaciones de vigencias futuras cuando sean necesarias; iv) que la prórroga se acuerde por escrito y sea suscrita por ambas partes, con observancia de las formalidades exigidas para el contrato original; v) que se amplíe la vigencia de las garantías de acuerdo con el nuevo plazo y se actualice su valor cuando la modificación implique un aumento del valor contractual; y vi) que se cumplan los requisitos presupuestales y de publicidad en SECOP que correspondan, de acuerdo con las características de la modificación. 
En ese sentido, la prórroga de un contrato estatal por un año adicional no resulta jurídicamente improcedente por su duración ni por el solo hecho de extenderse a otra vigencia fiscal. Su viabilidad dependerá de la justificación contractual, de la razonabilidad de la ampliación, del consentimiento de las partes y del cumplimiento de las reglas presupuestales aplicables. Las excepciones al principio de anualidad permiten atender determinados compromisos que trascienden la vigencia fiscal, pero deben aplicarse de manera restrictiva y no eximen a la entidad de sus deberes de planeación, legalidad y responsabilidad fiscal. La determinación concreta corresponde a la entidad contratante, atendiendo a las particularidades del contrato y al régimen presupuestal al que esté sometida, sin que el Concepto C-889 de 2026 constituya una autorización general para prorrogar contratos ni valide anticipadamente una actuación particular. 
Finalmente, Colombia Compra Eficiente precisa que sus conceptos tienen carácter orientador, no son vinculantes ni resuelven casos concretos, pues se limitan a interpretar normas de carácter general. Por tanto, corresponde a cada entidad estatal adoptar las decisiones contractuales que procedan en cada caso particular, conforme al ordenamiento jurídico y a los principios que rigen la contratación pública. 



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

La Ley 80 de 1993 no se refirió a la posibilidad de prorrogar los contratos estatales, al igual que tampoco lo prohibió. En vista de ello, es necesario partir de las remisiones que hace la Ley 80 de 1993 al derecho privado y al principio de la autonomía de la voluntad para llenar este aspecto ―arts. 13, 32 y 40[footnoteRef:1]―. De esta manera, los particulares tienen amplia libertad para prorrogar el plazo de cualquier contrato y, salvo ciertas disposiciones específicas de algunas tipologías contractuales, no existen criterios que determinen límites a esta posibilidad ni a su alcance, de manera que el principio de la autonomía de la voluntad en este aspecto despliega ampliamente sus efectos, lo que a su vez es trasladable, como principio, a los contratos estatales[footnoteRef:2].  [1:  “&$Art. 13. De la normatividad aplicable a los contratos estatales. Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2191 del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”.
 “&$Art. 32. De los contratos estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: […]”

“&$Art. 40. Del contenido del contrato estatal. Las estipulaciones de los contratos serán las que de acuerdo con las normas civiles, comerciales y las previstas en esta ley, correspondan a su esencia y naturaleza. 
 	“Las entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 
 	“En los contratos que celebren las entidades estatales podrán incluirse las modalidades, condiciones y, en general, las cláusulas o estipulaciones que las partes consideren necesarias y convenientes, siempre que no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden público y a los principios y finalidades de esta ley y a los de la buena administración”. ]  [2:  Lo anterior, sin desconocer la existencia de reglas que inciden en esta posibilidad, y que en el fondo podrían limitarla, como sería normas de orden presupuestal.
] 

La idea de que los plazos de los contratos estatales pueden prorrogarse es sostenida, pacíficamente, por la jurisprudencia y la doctrina. A modo de ejemplo, el Consejo de Estado, en Sentencia del 24 de agosto de 2005, señala que dicha posibilidad se debe a que el plazo es un elemento accidental de los contratos estatales, por lo que existe gran amplitud en su delimitación por las partes, lo que se transfiere a la posibilidad de modificarlo por voluntad de las partes. Allí se indica: 

Por otra parte, la prórroga del plazo de los contratos tiene el sustento jurídico de que el plazo no constituye un elemento de la esencia de los contratos a que alude el artículo 1501 del Código Civil y, por tanto, se puede modificar por acuerdo de las partes, pues no es una de ‘… aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degenera en otro contrato diferente’. Tampoco es un elemento de la naturaleza del contrato, esto es el que no siendo esencial en él, se entiende pertenecerle sin la necesidad de una cláusula especial, dado que si no se pacta, no existe norma legal que lo establezca. El plazo es, por tanto, un elemento accidental del contrato en razón a que, en los términos del mismo artículo, ni esencial ni naturalmente le pertenece a éste, y se le agrega por medio de cláusulas especiales, es decir que no es necesario para la formación del acto ni se sobreentiende como integrante de él. De consiguiente, no siendo el plazo un elemento de la esencia del contrato sino meramente accidental, se puede modificar por acuerdo de las partes, pues éstas lo establecen en el respectivo contrato.[footnoteRef:3] (Cursiva fuera de texto). [3:  Consejo de Estado. Sección Quinta. sentencia del 24 de agosto de 2005. exp. 3171A. C.P. Darío Quiñones Pinilla.] 


Se comparten las consideraciones anteriores, pese a que sea discutible si el plazo es un elemento de la naturaleza o accidental de los contratos estatales ―y si la respuesta sea igual para todos ellos―, ya que aunque sea de la naturaleza, no obsta para que las partes cuenten con la misma amplitud de posibilidades en su determinación, ya que lo propio de los elementos de la naturaleza es que se incorporan al contrato pese el silencio de las partes; sin embargo, en principio no restringen la configuración de dichos elementos por parte de ellas.
De esta manera, la determinación del plazo solo se restringe a que sea conveniente para el “interés general”, dada las finalidades de la contratación pública, lo que obedecerá a principios de buena administración y de los negocios, que tampoco son ajenos al derecho privado, al trascender las divisiones entre contratos privados o públicos, lo que determinarán las partes atendiendo a las circunstancias concretas.
Establecido que los contratos estatales son susceptibles de prórroga, adicionalmente debe destacarse que la ley no fijó criterios para determinar el alcance de la ampliación del plazo, de manera que, en principio, sucede lo mismo que con la configuración del plazo inicial, el cual solo se restringe a que sea “razonable”. Adicionalmente, es posible que un mismo contrato presente diferentes prórrogas, atendiendo igualmente a que sean convenientes y razonables en su determinación.
Ahora bien, para suscribir las prórrogas deben tenerse en cuenta otros requisitos adicionales que no afectan la existencia del acuerdo, pero que constituyen obligaciones que deben cumplirse en los contratos estatales; omisiones que podrían incidir en la responsabilidad disciplinaria, fiscal o penal de los funcionarios encargados.
La Ley 80 de 1993, a diferencia del Decreto 222 de 1983[footnoteRef:4], no especificó este aspecto; no obstante, de algunas disposiciones del EGCAP y de otras normas se deducen varias obligaciones, que coinciden, en general, con lo señalado en el estatuto anterior. Estos requisitos adicionales varían dependiendo de si la prórroga implica aumentar el valor del contrato o si solamente afecta el plazo.  [4:  “Art. 58 Las adiciones relacionadas con el valor quedarán perfeccionadas una vez suscrito el contrato y efectuado el registro presupuestal. Las relacionadas con el plazo sólo requerirán la firma del jefe de la entidad contratante y prórroga de las garantías.
Serán requisitos para que pueda iniciarse la ejecución del contrato, la adición, y prórroga de las garantías y el pago de los impuestos correspondientes”.
] 

En el primer caso serán necesarios los siguientes requisitos: i) debe contarse, previo a la suscripción de la prórroga, con el respectivo Certificado de Disponibilidad Presupuestal y el Registro Presupuestal, para su ejecución. De igual manera, debe contarse con las respectivas vigencias futuras en caso de que la prórroga implique afectar el presupuesto de otras vigencias. ii) Debe ampliarse la vigencia de las garantías, al igual que su valor. iii) El documento contentivo de la prórroga debe tramitarse en el SECOP II o publicarse en esta cuando se trate del SECOP I.
Si la prórroga no aumenta el valor del contrato, no es necesario contar con el Certificado de Disponibilidad Presupuestal, ni el Registro Presupuestal, ya que una modificación de ese tipo no afecta el presupuesto del contrato; no obstante, es posible que la prórroga haga que la ejecución del contrato pase de una vigencia fiscal a otra, lo que generaría efectos de índole presupuestal. En este caso no debe actualizarse el valor de la garantía; sin embargo, sí debe ampliarse su vigencia, de acuerdo al nuevo término de duración del contrato. 
No obstante lo anterior, se precisa que la prórroga únicamente alcanza existencia, validez y eficacia jurídica cuando se perfecciona por escrito mediante el acuerdo de voluntades de las partes, observando las mismas formalidades exigidas para la celebración del contrato que se pretende modificar. Al respecto, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado señaló que “Tal renovación del acuerdo de voluntades debe constar por escrito, dado el carácter solemne del contrato estatal (artículo 41, Ley 80 de 1993). Entonces, prorrogar un contrato significa la ampliación temporal de las obligaciones en él contenidas, o de la voluntad que tuvieron las partes al celebrarlo, lo cual implica que se mantenga y ejecute en las mismas condiciones que lo originaron, pero no implica, per se, un cambio adicional o alteración del sustrato obligacional primigenio[footnoteRef:5]”.    [5:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 6 de marzo de 2024. Exp. 2512. C.P. Óscar Darío Amaya Navas] 

En el mismo sentido, en el concepto del 17 de marzo de 2016 señaló respecto de las modificaciones de los contratos que: “[…] puede afirmarse que la regla general es la no modificación del contrato, y la vía excepcional su modificación, sometida a límites legales. Por lo tanto, una modificación necesaria del contrato, surgida por iniciativa del contratista, del interventor o del supervisor, debe ser aprobada por la entidad que ejerce su dirección general, y cumplir, en forma previa, las mismas formalidades de solemnidad del contrato principal[footnoteRef:6]”.  [6:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio. Concepto del 17 de marzo de 2016. Radicado No. 11001-03-06-000-2015-00128-00 (2.263). C.P: Edgar González López] 

En definitiva, para que una prórroga contractual sea válida y produzca efectos jurídicos, no basta la mera intención de la entidad estatal de ampliar el plazo de ejecución del contrato, sino que resulta indispensable que exista un acuerdo mutuo de las partes, el cual debe formalizarse por escrito, teniendo en cuenta el carácter solemne del contrato estatal. En consecuencia, la ausencia de aceptación por parte del contratista o la falta de suscripción del respectivo documento impiden entender perfeccionada la prórroga, pues se trata de un requisito esencial para su existencia y eficacia. En tales circunstancias, no es posible afirmar que el plazo contractual fue válidamente ampliado ni reconocer efectos jurídicos a una modificación que carece del consentimiento de una de las partes.
Bajo esta perspectiva, para efectos de la liquidación del contrato, la fecha de terminación debe corresponder a aquella que resulte del plazo inicialmente pactado y de las modificaciones que hayan sido válidamente incorporadas al contrato mediante el cumplimiento de los requisitos para su validez y existencia. Por tanto, únicamente podrán tenerse en cuenta las prórrogas que consten por escrito, se encuentren debidamente suscritas por las partes y satisfagan las demás exigencias que, según las particularidades de cada caso, sean necesarias. 
[bookmark: _Hlk204856061][bookmark: _Hlk78820161][bookmark: _Hlk204854194][bookmark: _Hlk65717879]ii. Las entidades estatales deben sujetarse a los principios que rigen el sistema presupuestal, entre los cuales se encuentra el de anualidad del gasto público. Este principio encuentra fundamento constitucional en el artículo 346[footnoteRef:7] superior que contiene el régimen general del presupuesto de rentas y la ley de apropiaciones[footnoteRef:8], que deberá presentarse al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura, elaborarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al Plan Nacional de Desarrollo[footnoteRef:9]. De conformidad con la misma norma constitucional, el presupuesto tiene vigencia anual y, por tanto, tienen como finalidad fijar los gastos y las rentas nacionales del Estado para la respectiva vigencia fiscal anual.  [7:  Artículo 346. “[…] El Gobierno formulará anualmente el presupuesto de rentas y ley de apropiaciones, que será presentado al Congreso dentro de los primeros diez días de cada legislatura. El presupuesto de rentas y ley de apropiaciones deberá elaborarse, presentarse y aprobarse dentro de un marco de sostenibilidad fiscal y corresponder al Plan Nacional de Desarrollo. […]”]  [8:  “El instrumento principal de la actividad financiera del gobierno es el presupuesto público, el cual es también la carta de orientación para la ejecución de las finanzas estatales, instrumento de planificación y cumplimiento de planes y programas que refleja la actividad gubernamental y el cumplimiento de la Constitución Política en los ámbitos políticos, económicos, jurídicos y sociales. […] El presupuesto enmarca toda la práctica de política fiscal del Estado. Por medio de éste se llevan a cabo la búsqueda y el cumplimiento de principios y finalidades de la actuación administrativa, y que (sic) en últimas, orienta la satisfacción de necesidades de los individuos que lo conforman y se garantizan los recursos necesarios para el normal funcionamiento del aparato estatal”. PEÑA GONZÁLEZ, Edilberto. Principios e instituciones presupuestales en Colombia, en: Estudios Socio-Jurídicos, Bogotá (Colombia), 9 (1), enero-junio de 2007, p. 248 y 250.]  [9:  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 111 de 1996 “La Ley Anual sobre el Presupuesto General de la Nación es el instrumento para el cumplimiento de los planes y programas de desarrollo económico y social” 
A su turno, el artículo 11 del mismo Decreto indica que “El Presupuesto General de la Nación se compone de las siguientes partes:
a) El Presupuesto de Rentas contendrá la estimación de los ingresos corrientes de la Nación; de las contribuciones para fiscales cuando sean administradas por un órgano que haga parte del Presupuesto, de los fondos especiales, de los recursos de capital y de los ingresos de los establecimientos públicos del orden nacional;
b) El Presupuesto de Gastos o Ley de Apropiaciones. Incluirá las apropiaciones para la Rama Judicial, la Rama Legislativa, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General de la República, la Registraduría Nacional del Estado Civil que incluye el Consejo Nacional Electoral, los Ministerios, los Departamentos Administrativos, los Establecimientos Públicos y la Policía Nacional, distinguiendo entre gastos de funcionamiento, servicio de la deuda pública y gastos de inversión, clasificados y detallados en la forma que indiquen los reglamentos;
 c) Disposiciones generales. Corresponde a las normas tendientes a asegurar la correcta ejecución del Presupuesto General de la Nación, las cuales regirán únicamente para el año fiscal para el cual se expidan.»] 

En armonía con lo anterior, el Estatuto Orgánico del Presupuesto consagra este principio en el artículo 14 consistente en que “Después del 31 de diciembre no podrán asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones del año fiscal que se cierra en esa fecha y los saldos de apropiación no afectados por compromisos caducarán sin excepción”. Es decir, los gastos previstos en el presupuesto anual deben ejecutarse dentro de una vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre[footnoteRef:10]. En el mismo sentido, el artículo 89 ibidem consolida al principio de anualidad como regla general en la ejecución del gasto al establecer que “Las apropiaciones incluidas en el presupuesto general de la Nación, son autorizaciones máximas de gasto que el Congreso aprueba para ser ejecutadas o comprometidas durante la vigencia fiscal respectiva. Después del 31 de diciembre de cada año estas autorizaciones expiran y, en consecuencia, no podrán comprometerse, adicionarse, transferirse, ni contracreditarse.” [10:  Decreto 1068 de 2015 “Artículo 2.8.3.4. Anualidad. El año fiscal comienza el 1 de enero y termina el 31 de diciembre de cada año. Después del 31 de diciembre no podrán asumirse compromisos con cargo a las apropiaciones del año fiscal que se cierra en esa fecha y los saldos de apropiación no afectados por compromisos caducarán sin excepción”.] 

A su turno, el artículo 8 de la Ley 819 de 2003 consagra el principio de anualidad al disponer que “la preparación y elaboración del Presupuesto General de la Nación y el de las entidades territoriales, deberá sujetarse a los correspondientes Marcos Fiscales de Mediano Plazo de manera que las apropiaciones presupuestales aprobadas por el Congreso de la República, las Asambleas y los Concejos, puedan ejecutarse en su totalidad durante la vigencia fiscal correspondiente”.
En este contexto, la anualidad del gasto es uno de los principios rectores de la actividad contractual pública, conforme al cual las entidades deben planear sus contrataciones de manera que sus compromisos contractuales sean atendidos durante la respectiva vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre. En este sentido, la regla general es que las entidades estatales solo pueden adquirir compromisos presupuestales que no excedan en su ejecución la vigencia fiscal en la que se suscribe el respectivo contrato.
De este modo, el ordenamiento jurídico contempla mecanismos presupuestales excepcionales que permiten atender obligaciones contractuales que trascienden una vigencia fiscal o que, por determinadas circunstancias, no pueden ejecutarse o pagarse dentro del período inicialmente previsto. Entre estas figuras se encuentran las vigencias futuras, las reservas presupuestales, las cuentas por pagar y los pagos de pasivos exigibles por vigencias expiradas. Aunque estos mecanismos responden a situaciones diferentes, su finalidad consiste en permitir la adecuada ejecución del gasto público, dentro de las condiciones y los límites establecidos por la normativa presupuestal, sin desconocer las exigencias de planeación y responsabilidad en el manejo de los recursos públicos.
Las vigencias futuras constituyen un instrumento de planificación presupuestal y financiera mediante el cual se autoriza la asunción de obligaciones que afectan los presupuestos de vigencias posteriores. De acuerdo con su regulación, se distinguen las vigencias futuras ordinarias y las excepcionales. Las primeras permiten asumir obligaciones que afectan presupuestos futuros cuando la ejecución del compromiso comienza con cargo al presupuesto de la vigencia en curso y se cumplen los requisitos legales correspondientes. Las segundas, por su parte, permiten autorizar obligaciones que afectan presupuestos futuros sin apropiación en el presupuesto del año en que se concede la autorización, únicamente en los supuestos y bajo las condiciones expresamente previstos en la ley. Para las entidades territoriales, la autorización de estas figuras debe atender las disposiciones especiales que regulan la materia, incluidas las competencias de las respectivas asambleas o concejos y los requisitos aplicables según se trate de vigencias futuras ordinarias o excepcionales.
Por otra parte, las reservas presupuestales proceden cuando, al cierre de la vigencia fiscal, existen compromisos legalmente adquiridos que no se han cumplido en su totalidad, siempre que continúen desarrollando el objeto de la apropiación y se satisfagan las condiciones normativas para su constitución. En consecuencia, esta figura presupone la existencia de un compromiso previamente adquirido y perfeccionado, cuya ejecución no pudo completarse dentro de la vigencia correspondiente. Su utilización tiene carácter excepcional y debe encontrarse debidamente justificada, pues no puede convertirse en un mecanismo ordinario para trasladar compromisos entre vigencias fiscales ni utilizarse para corregir deficiencias en la planeación contractual. Por ello, las entidades deben evaluar oportunamente los plazos de ejecución, las condiciones del contrato y los riesgos que puedan afectar su cumplimiento, de manera que la constitución de reservas responda a circunstancias debidamente sustentadas y no a situaciones derivadas de una programación inadecuada.
Las cuentas por pagar, a su vez, corresponden a obligaciones derivadas de compromisos presupuestales adquiridos cuyo objeto se cumplió durante la respectiva vigencia, pero respecto de las cuales se encuentra pendiente el pago, como puede ocurrir con anticipos pactados contractualmente o con la entrega de bienes y servicios. Esta figura se diferencia de las reservas presupuestales en que, mientras estas últimas se relacionan con compromisos cuya ejecución permanece pendiente al cierre fiscal, las cuentas por pagar corresponden a obligaciones cuyo pago no se ha efectuado pese a que se han cumplido las condiciones que lo hacen exigible, de acuerdo con la normativa aplicable.
De igual forma, los pagos de pasivos exigibles por vigencias expiradas constituyen un mecanismo para atender determinadas obligaciones de vigencias anteriores cuando no se realizó el pago correspondiente y no se constituyó oportunamente la reserva presupuestal o la cuenta por pagar, o cuando, pese a su constitución, el pago no se efectuó. Su procedencia depende de los supuestos establecidos en las disposiciones presupuestales aplicables a cada entidad. En particular, el artículo 49 de la Ley 2159 de 2021, citado en el análisis, contempla este mecanismo para obligaciones adquiridas con las formalidades presupuestales correspondientes y para determinados supuestos adicionales previstos en dicha disposición. Por tanto, su aplicación debe examinarse atendiendo al régimen presupuestal de la entidad y a las condiciones normativas vigentes, sin asumir que constituye una alternativa general para atender cualquier obligación pendiente de vigencias anteriores.
En relación con estas figuras, resulta fundamental distinguir las vigencias futuras de las reservas presupuestales. Mientras las primeras requieren una autorización previa para asumir obligaciones que afectarán presupuestos posteriores, las segundas presuponen la existencia de un compromiso presupuestal legalmente adquirido cuya ejecución no se ha completado al cierre de la vigencia. En consecuencia, las vigencias futuras se vinculan con la autorización y planificación de compromisos que se ejecutarán en períodos posteriores, mientras que las reservas presupuestales responden a compromisos ya adquiridos que permanecen pendientes de ejecución. Esta diferencia es relevante para la estructuración de los procesos contractuales, pues la entidad debe identificar desde la etapa de planeación si la ejecución prevista exige una autorización de vigencias futuras o si, dadas las circunstancias que se presenten al cierre fiscal, se configura el supuesto legal para constituir una reserva presupuestal.
En todo caso, las excepciones al principio de anualidad deben interpretarse de manera restrictiva, conforme a los presupuestos y requisitos previstos en la normativa aplicable. Su utilización no releva a las entidades estatales del deber de planear adecuadamente la contratación, establecer plazos de ejecución razonables, verificar la disponibilidad de recursos y adoptar las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento oportuno de las obligaciones contractuales. En particular, las reservas presupuestales no pueden emplearse de manera recurrente para trasladar a la siguiente vigencia compromisos cuya ejecución debió haberse previsto y programado adecuadamente, ni las vigencias futuras pueden asumirse sin las autorizaciones y el cumplimiento de las condiciones legales correspondientes.
En consecuencia, cuando durante la etapa de planeación se advierta que la ejecución de un contrato puede extenderse más allá de la vigencia fiscal en la que se proyecta su celebración, la entidad deberá evaluar la procedencia de las figuras presupuestales previstas en el ordenamiento jurídico, especialmente las vigencias futuras cuando se requiera asumir obligaciones con cargo a presupuestos posteriores. Si, por el contrario, al cierre de la vigencia existen compromisos legalmente adquiridos cuya ejecución no ha concluido, deberá analizarse si se cumplen los requisitos para constituir reservas presupuestales. Cuando se trate de obligaciones ejecutadas cuyo pago se encuentre pendiente, corresponderá examinar la procedencia de las cuentas por pagar y, en los supuestos legalmente previstos, de los pasivos exigibles por vigencias expiradas.
En todo caso, la determinación del mecanismo presupuestal aplicable depende de las circunstancias de cada caso, de la naturaleza de la obligación, de la etapa en que se encuentre su ejecución y del régimen presupuestal al que esté sometida la entidad. Por ello, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de sus competencias y con observancia de los principios de planeación, legalidad y responsabilidad fiscal, verificar los requisitos y procedimientos correspondientes y justificar la utilización de la figura pertinente. En el marco de su función consultiva, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente interpreta las disposiciones generales relacionadas con la contratación pública, sin sustituir a las entidades en la evaluación de sus situaciones particulares ni determinar de manera universal la procedencia de un mecanismo presupuestal específico.
Finalmente, al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas:

	·  Ley 80, artículos 13, 32 y 40
· Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 6 de marzo de 2024. Exp. 2512. C.P. Óscar Darío Amaya Navas
· Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio. Concepto del 17 de marzo de 2016. Radicado No. 11001-03-06-000-2015-00128-00 (2.263). C.P: Edgar González López
· Consejo de Estado. Sección Quinta. sentencia del 24 de agosto de 2005. exp. 3171A. C.P. Darío Quiñones Pinilla.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Sobre las prórrogas en la contratación pública, se pronunció esta Subdirección en los conceptos Nos. 4201912000007298 de 23 de octubre de 2019, 4201913000006294 del 16 de septiembre de 2019, C-062 del 25 de marzo de 2020, C-318 del 25 de mayo de 2020, C-560 del 24 de agosto de 2020, C-628 del 23 de septiembre del 2020, C-073 de 16 de marzo de 2021 y C-644 de 18 de noviembre de 2021, C-112 y C-303 del 12 de agosto de 2024, C-1616 del 15 de diciembre de 2025, entre otros. Estos conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Aprovechamos la oportunidad para manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 
· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía: 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio): +57 601 7456788
· Línea de servicio y atención al ciudadano: +57 601 7956600
· Página web: www.colombiacompra.gov.co
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
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	Elaboró:
	Andreina Cerpa Muñoz   
Analista T2-02 de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó:
	Juan David Cárdenas Cabeza 
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual 

	Aprobó:
	William Javier Murcia Acevedo 
Subdirector de Gestión Contractual (E) ANCP – CCE









Agencia Nacional de Contratación Pública                                              pág. 1              Colombia Compra Eficiente                                                            
Dirección: Carrera 7 # 26 – 20 - Bogotá, Colombia
Mesa de servicio: (+57) 601 7456788
Código: CCE-REC-FM-17 V: 03 Fecha: 21-10-2025
image1.png
IR E oo comproerciente
53& i orsotes




image2.png
mad 40
0(\9“"a ‘3\ (o hee®

witiarn 32

William Javier Murcia Acevedo
Subdirector de Gestién Contractual (E) ANCP-CCE




image3.png
:EQi H iﬁF:
rd,

Agencia Nacional
de Contratacion Publica
Colombia Compra Eficiente





image4.png
S
e

o
&
X

%@V

NN
% ) |4

<
oI
@

NN
IN T4

<

S
®<§ %
ot
@17

&

2

AN\

NN
D
XV

[O0Y
<<\<>




